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CAUSA Nº 34905-E CCALP “ASOCIACION CIVIL SIN FINES DE LUCRO

ECOVIDA PARA EL MEDIO AMBIENT  C/ MUNICIPALIDAD DE ALMIRANTE

BROWN  S/ ACCION RECOMPOSICION AMBIENTAL”

En la ciudad de La Plata, a los      trece       días del mes de Junio del año 2023,

reunida la Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo con asiento en

La Plata, en Acuerdo Ordinario, con la presencia de los Señores Jueces Dres.

Gustavo Juan De Santis, Claudia Angélica Matilde Milanta y Gustavo Daniel

Spacarotel, para entender en la causa "ASOCIACION CIVIL SIN FINES DE

LUCRO ECOVIDA PARA EL MEDIO AMBIENT  C/ MUNICIPALIDAD DE

ALMIRANTE BROWN  S/ ACCION RECOMPOSICION AMBIENTAL", en trámite

ante el Juzgado de Primera Instancia en lo Contencioso Administrativo N° 1 del

Departamento Judicial Lomas de Zamora (Expte. Nº LZ-61740-2022), previa

deliberación, se aprueba la siguiente resolución.

La Plata,    13     de Junio de 2023.

VISTO Y CONSIDERANDO:

El recurso de apelación interpuesto por la parte actora mediante

presentación electrónica del día 15-XII-22, contra el pronunciamiento de primera

instancia de fecha 13-XII-22 por el cual se rechaza in límine litis la acción

deducida y que, para su tratamiento y resolución, corresponde plantear y votar la

siguiente

CUESTIÓN:

¿Es admisible y, en su caso, fundada, la impugnación deducida?

VOTACIÓN:

A la cuestión planteada, la Dra. Milanta dijo:
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I. Guillermo Martín Schmidt, Presidente de la Asociación Civil sin Fines de

Lucro Ecovida para el Medio Ambiente, promueve la presente acción de

recomposición ambiental con el objeto de obtener un pronunciamiento judicial

que:

“a) Declare que: en ocasión de haber llevado a cabo el municipio de

Almirante Brown la instalación de las luminarias led en el alumbrado público del

partido, ha violado el orden público ambiental que se describirá al no proceder

como lo ordena la ley enviando las sustituidas a disposición final previo llamado a

licitación pública para tal fin…”

b) “…Condene al municipio a enviar a disposición final las sustituidas y en el

caso que fuere técnicamente imposible por desconocerse su actual destino o

cualquier otra circunstancia que implique abandono del residuo o desaparición del

mismo, se fije y determine la indemnización sustitutiva que marca la ley  -a cargo

solidariamente de los demandados y tercero citado como dispone el artículo 31 de

la ley 25675- y se deposite en el fondo de compensación ambiental previsto en el

art 34 de la ley citada ley. En la etapa probatoria se determinará - para determinar

dicha sanción - el valor unitario de las luminarias sustituidas para proceder a

disposición final conforme lo hagan saber al Juzgado las industrias tratadoras de

residuos peligrosos, o cámara del sector, a los fines de lo mencionado en el inciso

anterior”.

II. Mediante el decisorio de grado, la jueza a quo resolvió en fecha 13-XII-22

declarar inadmisible por prematura la acción incoada (conf. art. 34 y 35 ley N°

11.723).

Para así decidir, una vez expuestos los antecedentes del caso, refirió que en

las pretensiones de contenido medioambiental resultan aplicables las

disposiciones contenidas en la ley provincial N° 11.723 sobre "Protección,

conservación, mejoramiento, y restauración de los recursos naturales y del

ambiente en general", invocada expresamente por la actora en su escrito inicial.
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Detalló luego, que el artículo 34 de esa normativa determina que cuando la

acción u omisión de la cual pueda derivarse daño o una situación de peligro al

ambiente y/o los recursos naturales ubicados en el territorio provincial sea

realizada por el Estado provincial, los legitimados activos deberán obtener

decisión administrativa definitiva para luego poder ocurrir a la Justicia 

Contencioso Administrativa, es decir efectuado el reclamo y dictado el acto

denegatorio del mismo se activa la posibilidad de accionar judicialmente.

Puntualizó a su vez, que el artículo 35 de la ley citada prevé la posibilidad de

acudir ante la justicia con competencia en lo contencioso administrativo a los fines

de cuestionar decisiones administrativas definitivas sobre esta materia, otorgando

legitimación para ello al afectado, al defensor del pueblo y a las asociaciones que

propendan a la protección del ambiente.

Expresó que bajo esas premisas, siendo demandada en autos la

Municipalidad de Almirante Brown, resultan de aplicación los artículos 34 y 35 de

la Ley 11.723, y no el artículo 36, aplicable a las acciones u omisiones de los

particulares.

En consecuencia, alcanzó la decisión ya consignada y desestimó in limine

litis la acción intentada.

III. La parte actora apela el pronunciamiento de grado en fecha 15-XII-22

sobre la base de las razones que siguen.

Esgrime que no ha intentado acudir previamente a la vía administrativa en

tanto la ley provincial no ha seguido los lineamientos de la Constitución Nacional,

a pesar de ser sancionada con fecha posterior, pues en el art. 43 de la Carta

Magna se ha eliminado tal requisito. 

Sostiene que resulta innecesaria la exigencia aludida, toda vez que no solo

implicaría una carga excesiva o inútil, sino que el objeto de las normas invocadas,

protectoras de los recursos y de los bienes públicos del Estado Provincial -de neto

contenido ambiental-, no requiere de tal trámite.
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Afirma que es en el artículo 43 de la Constitucional Nacional que ha nacido

esta posibilidad, por cuanto -a pesar de referirse al amparo, la vía más rápida-

“siempre que no exista otro medio judicial más idóneo”, es perfectamente

extensible a todo otro tipo de proceso, y más aún al que ofrece las mayores

garantías de debate y prueba.

Añade que el art. 32 de la Ley General del Ambiente 25.675, de orden

público dice en el segundo párrafo: “el acceso a la jurisdicción por cuestiones

ambientales, no admitirá restricciones de ningún tipo o especie”. 

En ese sentido, expresa que la Corte Suprema de Justicia de la Nación ha

subrayado que “la cláusula incorporada por la reforma de 1994 en el art. 41 de la

Constitución Nacional implica el reconocimiento de status constitucional del

derecho al goce de un ambiente sano, así como que la expresa y típica previsión

atinente a la obligación de recomponer el daño ambiental no configura una mera

expresión de buenos y deseables propósitos para las generaciones del porvenir,

supeditada en su eficacia a una potestad discrecional de los poderes públicos,

federales o provinciales, sino la precisa y positiva decisión del constituyente

reformador de enumerar y jerarquizar con rango supremo un derecho preexistente

(Fallos: 329:2316, cons. 7º).” (“Werneke, Adolfo Guillermo y otro c. Ministerio de

Asuntos Agrarios y Producción de la Provincia de Buenos Aires”, res. del

14/10/2008).

Argumenta, a su vez, que la presente acción tiene por objeto el cuidado,

protección del ambiente, de sus recursos y el cumplimiento de la legalidad,

encontrándose legitimada para peticionar en tal sentido en tanto el interés

colectivo resulta evidente.

Por otro lado, fundamenta que el requisito de agotamiento de la vía

administrativa ha constituido un privilegio para la administración, para poder

ejercitar adecuadamente su rol de poder del estado direccionado al bien común y

evitar la promoción indebida o innecesaria de acciones judiciales.
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Refuerza su postura, alegando que la Corte Suprema ha dicho en el caso

Mendoza que los jueces deben utilizar una particular energía y dedicación para

sortear estos obstáculos en los temas ambientales, y especialmente en aquellos

en los cuales los intereses colectivos se encuentran en juego. 

A mayor abundamiento, menciona que el artículo 41 de la Constitución

Nacional en su tercer párrafo establece: “Corresponde a la Nación dictar las

normas que contengan los presupuestos mínimos de protección y a las provincias,

las necesarias para complementarlas, sin que aquellas alteren las jurisdicciones

locales”.

En ese orden de ideas, refiere que la Provincia de Buenos Aires sancionó la

ley N° 11.723 el 9-XI-1995, complementaria de la ley nacional, la que hasta ese

momento no había sido dictada.

Aduce, que por tal motivo muchas de sus disposiciones devienen

inconstitucionales por inconstitucionalidad sobreviniente. 

En suma, haciendo expresa reserva del caso constitucional, procura la

revocación del decisorio de grado en cuanto fuera materia de agravios.

IV. El recurso de apelación incoado reúne los recaudos de admisibilidad (art.

35 Ley 11.723 y arts. 55, 56, 58, 59, CPCA) razón que habilita ingresar al

tratamiento de sus agravios.

V. Anticipo que el recurso ha de progresar, en tanto de las constancias de la

causa se advierte que la decisión apelada exhibe un pronunciamiento prematuro

que clausura la instancia, en una materia donde imperan especiales principios

tutelares. 

1. En efecto, a través de la presente acción de recomposición ambiental la

asociación civil actora procura que se declare judicialmente que la comuna

accionada, al realizar la instalación de luminarias LED en el alambrado público del

partido, ha vulnerado el orden público ambiental al no proceder como lo ordena la
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ley, esto es, enviando los focos sustituidos a disposición final –atento su carácter

de residuos peligrosos-, previo llamado a licitación pública a tales efectos.

Asimismo, peticiona que se condene al municipio demandado a enviar a

disposición final las lámparas reemplazadas, y, en el caso que fuere técnicamente

imposible, por desconocerse su actual destino o cualquier otra circunstancia que

implique abandono del residuo o desaparición del mismo, se fije y determine la

indemnización sustitutiva que marca la ley (conf. art. 31 Ley Nacional 25.675 y art.

34 Ley Provincial 11.723).

2. Sentado lo expuesto, cabe puntualizar que los principios fundamentales

acerca de la materia bajo examen se encuentran establecidos en el artículo 41 de

la Constitución Nacional, incorporado en la reforma del año 1994 en el capítulo

“Nuevos Derechos y Garantías”, en tanto de su texto surge que: “todos los

habitantes gozan del derecho a un ambiente sano, equilibrado, apto para el

desarrollo humano”…”Corresponde a la Nación dictar normas que contengan

presupuestos mínimos de protección, y a las provincias, las necesarias para

complementarlas, sin que aquéllas alteren las jurisdicciones locales…”. 

A su vez, el art. 43 de la Carta Magna prevé que: “Toda persona puede

interponer acción expedita y rápida de amparo, siempre que no exista otro medio

judicial más idóneo, contra todo acto u omisión de autoridades públicas o de

particulares, que en forma actual o inminente lesione, restrinja, altere o amenace,

con arbitrariedad o ilegalidad manifiesta, derechos y garantías reconocidos por

esta Constitución, un tratado o una ley. En el caso, el juez podrá declarar la

inconstitucionalidad de la norma en que se funde el acto u omisión lesiva…Podrán

interponer esta acción contra cualquier forma de discriminación y en lo relativo a

los derechos que protegen al ambiente, a la competencia, al usuario y al

consumidor, así como a los derechos de incidencia colectiva en general, el

afectado, el defensor del pueblo y las asociaciones que propendan a esos fines,
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registradas conforme a la ley, la que determinará los requisitos y formas de su

organización”.

Asimismo, el derecho a un medio ambiente sano también ha sido receptado

en el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales

(PIDESC), que goza de jerarquía constitucional (conf. art. 75 inc. 22 CN). 

Por su parte, el art. 28 de la Constitución Provincial establece que “Los

habitantes de la Provincia tienen derecho a gozar de un ambiente sano y el deber

de conservarlo y protegerlo en su provecho y en el de las generaciones futuras” …

“Toda persona física o jurídica cuya acción u omisión pueda degradar el ambiente

está obligada a tomar todas las precauciones para evitarlo”.

3. En virtud de la manda constitucional prevista en el art. 28 de la

Constitución Provincial el 9-XI-1995 se dictó la Ley Provincial N°11.723 de

“Protección, conservación, mejoramiento y restauración de los recursos naturales

y del ambiente en general”.

El Capítulo IV de esta última normativa regula el acceso a la justicia

provincial en defensa del derecho al ambiente, especificando en sus art. 34 y 35

que cuando a consecuencia de acciones del estado se produzcan daños o

pudiera derivarse una situación de peligro al ambiente y/o los recursos naturales

ubicados en el territorio provincial, luego de un trámite administrativo previo, los

legitimados allí individualizados quedarán habilitados a acudir a la justicia con

competencia en lo contencioso administrativo que dictaminará sobre la legalidad

de la acción u omisión cuestionada.

4. Con posterioridad al dictado de la legislación provincial ambiental citada se

sancionó la Ley Nacional N° 25.675 –Ley General del Ambiente- en cumplimiento

con lo dispuesto por el art. 41 de la CN citado ut supra.

En el segundo párrafo del art. 4 de la LGA se consagra el principio de

congruencia que debe regir en materia de política ambiental, estableciéndose allí

que: “La legislación provincial y municipal referida a lo ambiental deberá ser
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adecuada a los principios y normas fijadas en la presente ley; en caso de que así

no fuere, éste prevalecerá sobre toda otra norma que se le oponga”.

Asimismo, el art. 5 de la norma mencionada prevé que “Los distintos niveles

de gobierno integrarán en todas sus decisiones y actividades previsiones de

carácter ambiental, tendientes a asegurar el cumplimiento de los principios

enunciados en la presente ley”.

A su vez, su art. 6 dispone que “Se entiende por presupuesto mínimo,

establecido en el artículo 41 de la Constitución Nacional, a toda norma que

concede una tutela ambiental uniforme o común para todo el territorio nacional, y

tiene por objeto imponer condiciones necesarias para asegurar la protección

ambiental. En su contenido, debe prever las condiciones necesarias para

garantizar la dinámica de los sistemas ecológicos, mantener su capacidad de

carga y, en general, asegurar la preservación ambiental y el desarrollo

sustentable”.

En cuanto a la defensa jurisdiccional del ambiente, el art. 32 de la normativa

aludida establece -en cuanto aquí interesa- que: “El acceso a la jurisdicción por

cuestiones ambientales no admitirá restricciones de ningún tipo o especie”.

5. A ello se agrega, que la garantía del acceso irrestricto a la justicia en

asuntos ambientales se encuentra consagrada en convenios internacionales que

han sido suscriptos por la República Argentina.

Sobre este punto, cabe hacer referencia a lo establecido en la “Declaración

de Río sobre Medio Ambiente y Desarrollo” del año 1992 en orden a garantizar a

los ciudadanos el acceso a la justicia en materia ambiental, en tanto del texto del

Principio 10 de tal declaración surge que: “Deberá proporcionarse acceso efectivo

a los procedimientos judiciales y administrativos, entre éstos el resarcimiento de

daños y los recursos pertinentes”.

En igual sentido, cuadra tener en consideración el “Acuerdo regional sobre el

acceso a la información, la participación pública y el acceso a la justicia en
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asuntos ambientales en América Latina y el Caribe”, celebrado en Escazú,

República de Costa Rica y aprobado por la Ley Nacional N°27.566 en fecha

24-9-20.

Este acuerdo tiene como objetivo “Garantizar la implementación plena y

efectiva en América Latina y el Caribe de los derechos de acceso a la información

ambiental, participación pública en los procesos de toma de decisiones

ambientales y acceso a la justicia en asuntos ambientales...” (v. arts. 1 y 8 del

Acuerdo).

6. Por último, cabe aplicar al caso bajo examen la doctrina de la Suprema

Corte de Justicia de la Provincia de Buenos Aires en la causa “Gaineddu”,

B.64.553, res. del día 23-IV-03, la que, aún habiendo sido dictada en el marco de

un proceso ordinario, resulta ser la piedra angular en la interpretación de todos los

supuestos en que la exigencia del reclamo administrativo previo constituya un

valladar del acceso a la justicia.

En tal precedente, el máximo tribunal provincial estableció “que la

operatividad del artículo 166 in fine de la Constitución ha provocado sensibles

modificaciones en lo atinente a la exigibilidad de vías administrativas de tránsito

previo y obligatorio, las que han de tener cabida como excepción al principio de la

directa demandabilidad estatal, en aquellas situaciones expresamente previstas

por un enunciado normativo de rango legal, razonablemente establecido con

arreglo a la señalada accesibilidad irrestricta a la jurisdicción”.

De este modo, el reclamo administrativo en materia ambiental previsto en el

art. 34 de la Ley 11.723 requiere de una interpretación a la luz de las garantías

constitucionales comprometidas en la materia y los presupuestos mínimos

establecidos por la ley nacional marco N°25.675, sancionada con posterioridad a

la normativa provincial aludida.

7. Bajo estos parámetros, y teniendo en vista la naturaleza especial de los

bienes comprometidos -vinculados con el derecho al ambiente consagrado en el
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art. 41 de la CN- no se comparte criterio adoptado en el fallo de grado en cuanto

se desestimara in limine litis la acción deducida.

Es que, la exégesis que surge del pronunciamiento, no se compadece con la

letra y el espíritu de la ley (esp. Art. 34), interpretados con arreglo a las bases

constitucionales en esta materia, toda vez que, tratándose de un proceso

sumarísimo que tiene por finalidad la tutela ambiental, dicha norma posibilita, mas

no impone a modo de agotamiento de la vía administrativa, la gestión del reclamo

ante la autoridad estatal. 

Ello así en tanto la pretensión planteada, no se dirige a controvertir algún

acto o resolución administrativa, sino que tiene por objeto la protección del bien

colectivo ante acciones del municipio susceptibles de producir o que hayan

producido daños al ambiente y/o recursos naturales ubicados en territorio

provincial.

Por ende, la inteligencia del recaudo opuesto a la admisibilidad de la vía, no

puede sustentarse en este contexto normativo, como requisito preceptivo que

opere como valladar a la vía rápida prevista, cuando se trata de someter a

juzgamiento actuaciones u omisiones lesivas del ambiente

Con ese alcance han de ser entendidas las mencionadas disposiciones de la

ley especial (arts. 34 y 35 ley prov. cit.).

Sobre todo, dada la analogía de la acción en tratamiento con la vía

constitucional del amparo, también llamada a canalizar cuestiones propias de la

materia sobre la que versa la presente (conf. art. 43 CN), de donde resulta el

carácter expedito ha de predicarse también y, por su esencial naturaleza, como

principio a pauta de la acción especial (ley 11.723), aspecto que,

consecuentemente, ha de informar a ambos remedios tutelares.

8. Ello, sin que lo expuesto implique abrir juicio de valor acerca del mérito de

la pretensión traída, dada la materia de autos, debe observarse especial

prudencia al evaluar los requisitos de admisibilidad in límine litis. 
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9. En virtud de las consideraciones precedentes, corresponde dejar sin

efecto la resolución impugnada en cuanto desestimó in limine litis la acción de

recomposición ambiental deducida en autos (arts. 35 y concs. Ley 11.723 y arts.

55, 56, 58, 59, CPCA; art. 41 CN, art. 28 CP, art. 32 Ley 25.675).

VI.- Siendo ello así, estimo que procede hacer lugar al recurso de apelación,

revocar la resolución apelada en cuanto rechazó in límine litis la acción y devolver

la causa al órgano judicial de origen para su prosecución (arts. 35 y concs. Ley

11.723 y arts. 55, 56, 58, 59, CPCA; art. 41 CN, art. 28 CP, art. 32 Ley 25.675).

Así lo voto.

A la cuestión planteada, el Dr. Spacarotel dijo:

Adhiero a los fundamentos y solución propuesta por la Dra. Milanta, dando

mi voto en idéntico sentido.

Así lo voto.

A la cuestión planteada, el Dr. De Santis dijo:

Discrepo con el primer voto.

El recurso no es de recibo.

Valoro sin error de juzgamiento la decisión que declara inadmisible la

pretensión promovida (conf. mi voto en causa CCALP n° 34.906).

En efecto, el desarrollo del caso, conforme al relato de la sentencia apelada

que hago mío, encuentra sitio en una discusión acotada al sufragio del reclamo

previo que perfile el caso justiciable en esta sede, con un recorrido que agote la

instancia.

En esa dirección, comienzo por señalar que tanto el escrito inicial como, en

esta instancia, el recursivo, fortalecen el criterio de remisión del caso a las normas

ambientales de la ley 11.723, para las que no predica argumentos contrarios de

validez constitucional.

Así, el sitio del debate se ubica en la variable de los artículos 34 y 35 de la

ley 11.723, que prevén la posibilidad de acudir a la justicia con competencia en lo
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contencioso administrativo, a fin de cuestionar decisiones administrativas

definitivas, cuando por acciones del estado se produzcan daños o pudiera

derivarse una situación de peligro al ambiente y/o recursos naturales ubicados en

territorio provincial.

En ese marco legal que, reitero, no cuenta con cuestionamiento

constitucional por parte de la actora, advierto la necesidad de recorrer los

andariveles administrativos suficientes para provocar una decisión que exprese la

voluntad del órgano emisor, sea ésta tácita o expresa. 

Sin ella no se ofrece caso judicial susceptible de instalarse en la jurisdicción.

Por lo tanto, la falta de reclamo administrativo previo es un óbice sustancial

para franquear el acceso judicial de su intento (conf. arts. 34 y 35 ley 11.723 cit.).

Sin ese paso previo a transitar, en el caso, ante la Municipalidad de

Almirante Brown, no hay supuesto de controversia que acredite, todavía, el

acceso a la jurisdicción.

Esa carencia revela pues la falta de sufragio de la exigencia de proposición

que resulta de las normas mencionadas y deja al descubierto una situación que no

supera el umbral de admisibilidad, que bien desestima el órgano judicial de origen

y que sin éxito procura revertir en ésta la recurrente.

Tampoco es de recibo el argumento de primacía de la cláusula 43 de la

Constitución Nacional, pues no es la prevista en esa norma la vía adjetiva que ha

elegido cursar la actora, quien dedujo su reclamo de recomposición ambiental al

margen de ella.

Lo propio cabe para las disposiciones nacionales que consigna la recurrente,

en la medida que el agotamiento de la instancia administrativa, en el esquema

legal (art. 34, ley 11.723), no constituye restricción alguna, sino que sobre su

resultado desfavorable se edifica la plataforma de acción.

Finalmente, no promedia un caso que deje ver una situación de urgencia que

permita encuadrar al proceso en un ciclo precautorio por daño inminente.
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La disposición final de las luminarias reemplazadas, mediante el concurso

público que reclama la demanda, no ofrece un escenario tal.

Por ello, corresponde rechazar el recurso deducido por la parte actora y

confirmar la decisión apelada, en cuanto fuera materia de agravios, con costas de

la instancia a la vencida (arts. 34 y 35 ley 11.723 y 51 ley 12.008, t. seg. ley

14.437).

Así lo voto.

De conformidad a los votos precedentes, la Cámara de Apelación en lo

Contencioso Administrativo con asiento en La Plata

RESUELVE:

Por mayoría, hacer lugar al recurso de apelación, revocar la resolución

apelada en cuanto rechazó in límine litis la acción y devolver la causa al órgano

judicial de origen para su prosecución (arts. 35 y concs. Ley 11.723 y arts. 55, 56,

58, 59, CPCA; art. 41 CN, art. 28 CP, art. 32 Ley 25.675).

Regístrese, notifíquese y devuélvase al juzgado de origen oficiándose por

Secretaría.

 

REFERENCIAS:

Funcionario Firmante: 13/06/2023 13:44:46 - SPACAROTEL Gustavo Daniel -
JUEZ

Funcionario Firmante: 13/06/2023 13:49:58 - MILANTA Claudia Angelica Matilde -
JUEZ

Funcionario Firmante: 13/06/2023 15:20:10 - DE SANTIS Gustavo Juan - JUEZ
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PROVINCIA DE BUENOS AIRES
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Funcionario Firmante: 13/06/2023 15:41:45 - BUSTOS María Victoria - AUXILIAR
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CAMARA DE APELACION EN LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO - LA
PLATA

NO CONTIENE ARCHIVOS ADJUNTOS

Registrado en REGISTRO DE RESOLUCIONES el 13/06/2023 16:04:24 hs. bajo
el número RR-797-2023 por BUSTOS MARIA VICTORIA.


